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La Mesa 4 de la VIII Jornada de la Sociedad Venezolana de Derecho Mercan-
til estuvo dedicada al análisis de uno de los núcleos más sensibles y estratégicos del 
Derecho Mercantil contemporáneo: la transformación, la disolución, la insolvencia 
y los mecanismos de solución de controversias en el ámbito societario, temas que 
resultan determinantes para la estabilidad del tráfico económico y la preservación 
del tejido empresarial.

Esta mesa fue concebida como un espacio de reflexión orientado a formu-
lar propuestas concretas de modernización del régimen societario venezolano, en el 
marco de una eventual reforma del Código de Comercio, atendiendo a la necesidad 
de superar esquemas normativos que responden a una lógica histórica hoy amplia-
mente superada por las dinámicas económicas actuales, tanto a nivel nacional como 
comparado.

A tal efecto, la Sociedad Venezolana de Derecho Mercantil propuso como ejes 
de discusión para esta mesa los siguientes:

Revisión de causas de disolución, orientada a:

•	Revisar las causas legales de disolución eliminando supuestos obsoletos y per-
mitiendo disolución voluntaria simplificada cuando exista unanimidad o de-
cisión del órgano competente.

•	 Incorporar la disolución automática por inactividad prolongada, insolvencia 
o incumplimiento grave de obligaciones legales (por ejemplo, la no renova-
ción del Registro).

•	Reconocer la transformación, fusión o escisión como formas alternativas a la 
disolución total, promoviendo la continuidad económica.

*	 Abogada egresada de la Universidad Central de Venezuela. Egresada del Programa de Estudios Avanzados en Arbitraje 
de la Universidad Monteávila y del Programa de Estudios Avanzados en Derecho Tecnológico de la Universidad Católica 
Andrés Bello. Directora Ejecutiva en el Centro Empresarial de Conciliación y Arbitraje (CEDCA).
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Procedimiento de liquidación moderno y transparente, mediante:

•	El establecimiento de un procedimiento unificado aplicable a todas las socie-
dades (anónimas, limitadas, comanditarias, entre otras), con plazos y etapas 
claramente definidos.

Reconocimiento expreso de las operaciones de fusión y escisión, a 
través de:

•	La incorporación de un régimen legal expreso para su regulación.
•	La diferenciación conceptual y jurídica entre fusión y adquisición, entendien-

do la primera como la integración de dos o más sociedades mediante trans-
misión universal de su patrimonio, y la segunda como la toma de control por 
compra de participaciones o activos.

•	La adopción de un procedimiento único y flexible, aplicable a todas las formas 
societarias.

Actualización del derecho concursal, orientada a:

•	Superar el modelo decimonónico del Código de 1955, que concibe la quiebra 
como una sanción moral al deudor y no como un mecanismo de reestructu-
ración económica.

•	Adoptar un enfoque moderno de insolvencia empresarial, centrado en la pre-
servación del valor de la empresa y del empleo, alineado con la Ley Modelo 
de la CNUDMI sobre Insolvencia Transfronteriza (1997) y las Directrices del 
Banco Mundial.

•	 Introducir procedimientos preconcursales o de reorganización temprana, si-
milares al Chapter 11 estadounidense o a los acuerdos preventivos de la legis-
lación española.

•	Reconocer expresamente la insolvencia transfronteriza, garantizando la coo-
peración judicial y el respeto al principio de reciprocidad internacional.

•	Revisar el sistema de privilegios y prelaciones de créditos, buscando un equi-
librio razonable entre acreedores garantizados, laborales y fiscales, evitando el 
uso abusivo de privilegios estatales.

•	Regular procedimientos de reorganización empresarial post-crisis, adaptados 
a estándares internacionales.
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Medios alternos de resolución de controversias en materia societaria, 
incluyendo:

•	El arbitraje societario, con reglas procedimentales específicas y su coordina-
ción con la Ley de Arbitraje Comercial.

•	El reconocimiento expreso del arbitraje societario como mecanismo válido 
para resolver conflictos entre socios, órganos sociales, la sociedad, comisarios 
y administradores, incluyendo controversias relativas a la nulidad de acuerdos 
o al ejercicio abusivo de derechos.

•	La posibilidad de acudir al arbitraje o a la mediación en controversias surgidas 
durante la liquidación societaria, entre socios, acreedores o liquidadores.

•	La mediación en materia societaria, particularmente relevante para empresas 
familiares, y la eventual facultad de intervención de los jueces de paz.

Por razones de tiempo y de enfoque expositivo, no todos estos ejes pudieron 
ser abordados de manera exhaustiva por los ponentes. No obstante, la mesa permitió 
un tratamiento sustantivo de varios de estos temas, cuyas exposiciones y reflexio-
nes se reseñan a continuación, dejando planteadas líneas de análisis que resultan 
especialmente relevantes para futuros debates académicos y propuestas de reforma 
legislativa en el ámbito del Derecho Mercantil venezolano.

Prof. Pedro Rengel Núñez1

El arbitraje societario como mecanismo eficiente para la resolución de 
conflictos intrassocietarios

El profesor Pedro Rengel Núñez señaló que el arbitraje societario constituye 
un mecanismo particularmente idóneo para la resolución de conflictos que surgen 
en el seno de las sociedades mercantiles, en la medida en que dichas controversias 
responden, por su propia naturaleza, a relaciones esencialmente mercantiles y co-
merciales. Las sociedades mercantiles tienen por objeto la realización de actos de 
comercio y, en consecuencia, los conflictos que se generan entre socios, accionis-
tas, administradores y la propia sociedad se inscriben dentro del ámbito del tráfico 
mercantil, lo que justifica plenamente su sometimiento a los medios alternativos de 
resolución de controversias, y en especial, al arbitraje comercial.

1	 Abogado egresado de la Universidad Católica Andrés Bello, con un Máster en Comparada en la Universidad de Nueva 
York. Socio de la firma Travieso Evans Arria Rengel. Forma parte de las listas de árbitros del Centro Empresarial de 
Conciliación y Arbitraje (CEDCA) y el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Caracas (CACC). Profesor 
y fundador de la cátedra de medios alternativos de resolución de conflictos de la Universidad Monteávila. Actualmente 
presidente de la Asociación Venezolana de Arbitraje (AVA) y miembro fundador de la Sociedad Venezolana de Derecho 
Mercantil (SOVEDEM).
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Desde una perspectiva histórica y funcional, han sido precisamente los co-
merciantes —personas naturales y jurídicas dedicadas al comercio— quienes han 
impulsado y desarrollado el arbitraje como mecanismo preferente para la solución de 
disputas. Ello se evidencia con particular claridad en el comercio internacional, don-
de el arbitraje ha alcanzado un nivel de desarrollo notable, desplazando en muchos 
casos a la jurisdicción estatal como foro de resolución de conflictos. Las razones que 
explican esta preferencia son conocidas: mayor eficiencia, celeridad, especialización, 
confidencialidad y previsibilidad de costos, elementos que resultan especialmente 
valiosos en el mundo de los negocios.

No obstante, el profesor Rengel considera que a pesar de que el ámbito socie-
tario es esencialmente mercantil, el arbitraje societario no ha tenido en Venezuela un 
desarrollo proporcional a sus ventajas, ni ha sido utilizado con la frecuencia que ca-
bría esperar para la resolución de conflictos intrassocietarios. Esta situación contrasta 
con la evolución general del arbitraje comercial en el país, particularmente desde 
la entrada en vigencia de la Ley de Arbitraje Comercial, hace ya más de veintisiete 
años, período durante el cual el arbitraje ha experimentado un crecimiento sosteni-
do, acompañado por la formación académica universitaria y por el fortalecimiento 
institucional de los centros de arbitraje.

La importancia del arbitraje societario radica en que, al igual que ocurre en 
la contratación mercantil en general, no basta con que las sociedades cuenten con 
reglas claras sobre su funcionamiento interno, la distribución de competencias entre 
órganos sociales o los derechos y obligaciones de los socios. Resulta igualmente indis-
pensable prever mecanismos eficientes de resolución de conflictos, pues la ausencia 
de tales previsiones puede comprometer gravemente la estabilidad y continuidad de 
la empresa. En este sentido, una asesoría legal adecuada no puede limitarse al diseño 
de cláusulas económicas o estructurales, sino que debe otorgar especial atención a la 
incorporación de cláusulas de resolución de controversias que resulten funcionales a 
la realidad del negocio.

Desde el punto de vista normativo, si bien el arbitraje societario no se encuen-
tra expresamente regulado en la Ley de Arbitraje Comercial venezolana, ni aparece 
de forma explícita en la Ley Modelo de la CNUDMI, señaló el profesor Rengel 
Núñez que no existe duda en la doctrina respecto de su plena validez, fundada en 
el principio de autonomía de la voluntad de las partes. En este contexto, se admite 
ampliamente que el acuerdo arbitral puede incorporarse en los estatutos sociales al 
momento de la constitución de la sociedad o mediante una modificación estatutaria 
posterior.
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En relación con la incorporación del acuerdo arbitral en una reforma esta-
tutaria, el profesor Rengel Nuñez indicó que se han planteado diversas posiciones 
doctrinales en torno a la mayoría requerida. Mientras algunos sostienen que debería 
exigirse unanimidad o una mayoría calificada superior, la tesis que ha prevalecido 
—y que resulta más coherente con la lógica societaria— es aquella que entiende que 
basta con que la decisión sea adoptada conforme al quórum y mayorías previstas 
estatutariamente para la modificación de los estatutos, por tratarse de una modifica-
ción estatutaria como cualquier otra, con efectos obligatorios para todos los socios.

En cuanto a la arbitrabilidad subjetiva, recordó el ponente que no existe con-
troversia respecto a la vinculación de los socios fundadores al acuerdo arbitral estatu-
tario. Sin embargo, indicó que se ha discutido si dicho acuerdo resulta oponible a los 
socios que ingresan con posterioridad a la constitución de la sociedad. La posición 
doctrinal más aceptada sostiene que quien adquiere una participación accionaria se 
somete al régimen estatutario vigente, incluyendo las reglas sobre resolución de con-
flictos, sin que sea necesario un consentimiento adicional. Distinta es la situación 
cuando el acuerdo arbitral se celebra fuera de los estatutos, mediante un convenio 
independiente, caso en el cual solo producirá efectos entre las partes que lo hayan 
suscrito.

Desde la perspectiva de la arbitrabilidad objetiva, las controversias societarias 
son, en términos generales, susceptibles de ser sometidas a arbitraje, en la medida en 
que se trata de conflictos transigibles entre personas capaces de transigir, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley de Arbitraje Comercial. No se encuentran ex-
cluidas, por tanto, las disputas entre socios y sociedad, a diferencia de lo que ocurre 
en ámbitos como el derecho laboral, donde existen derechos indisponibles. Resultan 
típicas en este contexto las controversias relativas a la validez o nulidad de asambleas, 
vicios en la convocatoria, quórum o adopción de acuerdos contrarios a la ley o a los 
estatutos, materias todas que pueden ser decididas por un tribunal arbitral sin me-
noscabo alguno de la legalidad.

El ponente indicó que la jurisprudencia venezolana ha reconocido, además, el 
carácter excluyente del acuerdo arbitral, rechazando la competencia de los tribunales 
ordinarios cuando existe una cláusula arbitral válida, y confirmando que la deter-
minación de la validez de acuerdos sociales constituye una cuestión esencialmente 
jurídica, susceptible de ser resuelta tanto por jueces como por árbitros.

Las ventajas del arbitraje societario se manifiestan con claridad en la práctica: 
celeridad, al resolverse los conflictos en plazos significativamente menores; confiden-
cialidad, que protege información sensible de la empresa; especialización, al permitir 
la designación de árbitros con experiencia en derecho societario; flexibilidad proce-
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dimental; y certeza en los costos, derivados de tarifas preestablecidas. A ello se suma 
el carácter definitivo y vinculante del laudo arbitral, sujeto únicamente a un recurso 
de nulidad por causales formales, así como su ejecutabilidad nacional e internacio-
nal, conforme a la Convención de Nueva York.

La experiencia acumulada en Venezuela durante más de dos décadas de vigen-
cia de la Ley de Arbitraje Comercial demuestra que el arbitraje goza de buena salud 
institucional, con un bajo porcentaje de impugnaciones y una tasa mínima de anu-
laciones de laudos. Este respaldo jurisprudencial y práctico refuerza la conveniencia 
de promover el arbitraje societario como herramienta central en la resolución de 
conflictos intra societarios.

En atención a lo anterior, el profesor Rengel Núñez propone que una futura 
reforma del Código de Comercio reconozca expresamente la posibilidad de incorpo-
rar acuerdos arbitrales en los estatutos sociales, como mecanismo válido y eficiente 
para resolver los conflictos que surjan entre socios, administradores y la sociedad, 
contribuyendo así a la seguridad jurídica, a la estabilidad empresarial y a la moder-
nización del Derecho Mercantil venezolano.

Luis Ernesto Fidhel González2

Perspectiva penal de la quiebra y causales de disolución societaria en 
el Derecho venezolano

En su intervención, el abogado Luis Ernesto Fidhel González abordó la pro-
blemática de la quiebra desde una perspectiva penal, en el contexto de una eventual 
reforma del Código de Comercio venezolano, subrayando la necesidad de actualizar 
un régimen normativo que responde a una concepción histórica hoy superada y 
poco acorde con la complejidad del tráfico mercantil contemporáneo.

Como punto de partida, el ponente explicó que la quiebra, como fenómeno 
jurídico, debe analizarse desde tres planos diferenciados pero interrelacionados. En 
primer lugar, un plano contable, determinado por la situación de insolvencia pa-
trimonial, caracterizada por la existencia de pasivos superiores a los activos, lo que 
refleja una imposibilidad estructural de atender las obligaciones del comerciante. En 
segundo lugar, un plano mercantil o concursal, vinculado al concepto de cesación 
de pagos, que constituye el presupuesto jurídico para la apertura del procedimiento 

2	 Licenciado en Estudios Internacionales por la Universidad Central de Venezuela. Abogado egresado de la Universidad 
Católica Andrés Bello. Especialista en Derecho Mercantil por la Universidad Central de Venezuela. Cuenta con un Di-
plomado y Componente docente de la Universidad Fermín Toro. Estudiante de la especialización en Criminalística de 
Campo de la Escuela Nacional de Fiscales del Ministerio Público de Venezuela.
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concursal y que debe ser expresamente determinado en la sentencia de quiebra. Fi-
nalmente, un plano penal, referido a la existencia de conductas dolosas o culposas en 
la gestión del patrimonio que hayan contribuido de manera relevante a la situación 
de insolvencia y al perjuicio de los acreedores.

El ponente enfatizó que la quiebra, en sí misma, no constituye necesaria-
mente un delito, sino que la punibilidad surge cuando se verifica que la insolvencia 
y la cesación de pagos son consecuencia de una mala administración penalmente 
relevante, es decir, de conductas fraudulentas, negligentes o abusivas que lesionan el 
bien jurídico protegido, identificado principalmente como la confianza en el sistema 
crediticio y mercantil y los derechos de los acreedores.

Desde esta óptica, el ponente destacó que el régimen vigente en el Código 
de Comercio venezolano, cuya última reforma data de mediados del siglo XX, res-
ponde a una realidad económica rudimentaria, ajena a las dinámicas actuales del 
comercio, marcadas por estructuras empresariales complejas, operaciones financieras 
sofisticadas y el uso intensivo de tecnologías digitales. En consecuencia, muchas de 
las conductas tipificadas como relevantes para la quiebra resultan hoy insuficientes o 
desactualizadas, mientras que nuevas formas de gestión empresarial riesgosa o frau-
dulenta carecen de un tratamiento normativo adecuado.

En este sentido, para el abogado Fidhel resulta importante incorporar nuevas 
conductas penalmente relevantes en materia concursal, tales como aquellas vincu-
ladas al fraude económico moderno, a operaciones financieras complejas, a delitos 
económicos cometidos mediante el uso de tecnologías avanzadas, e incluso a prác-
ticas empresariales que, sin ser ostensiblemente ilícitas, generen de forma dolosa 
o gravemente culposa un deterioro patrimonial que conduzca a la insolvencia. La 
finalidad de esta actualización no sería criminalizar la actividad empresarial, sino 
distinguir claramente entre el riesgo empresarial legítimo y la gestión penalmente 
reprochable.

Otro aspecto central de la ponencia fue la necesidad de diferenciar el trata-
miento de la quiebra según se trate de comerciantes personas naturales o de personas 
jurídicas, especialmente cuando estas últimas adoptan formas societarias complejas. 
El ponente subrayó que, en el caso de las sociedades, la responsabilidad no debería 
limitarse exclusivamente a los administradores formalmente designados en los es-
tatutos, sino extenderse a todas aquellas personas que, de hecho, ejerzan funciones 
relevantes de gestión y dirección y cuya conducta haya contribuido a la crisis patri-
monial de la empresa. Ello responde a la idea de que la quiebra no es un evento súbi-
to, sino un proceso paulatino, en el cual pueden identificarse decisiones y omisiones 
relevantes a lo largo del tiempo.
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Asimismo, Fidhel destacó la necesidad de armonizar el régimen penal de la 
quiebra con el sistema procesal penal vigente, dado que las normas del Código de 
Comercio remiten a un modelo inquisitivo hoy inexistente, superado por el Código 
Orgánico Procesal Penal. En consecuencia, resulta indispensable adaptar el trata-
miento penal de la quiebra a un procedimiento acusatorio, con una investigación 
dirigida por el Ministerio Público, pleno respeto al debido proceso y a las garantías 
constitucionales de defensa.

En materia sancionatoria, el ponente cuestionó la desproporción existente en-
tre la gravedad del daño económico causado por ciertas quiebras fraudulentas y la 
levedad de las penas previstas, especialmente si se comparan con las sanciones apli-
cables a otros delitos patrimoniales individuales. Desde su perspectiva, una reforma 
coherente debería revisar el sistema de penas, atendiendo al impacto económico y 
social que la quiebra fraudulenta puede generar, no solo en los acreedores, sino en el 
sistema productivo en su conjunto.

Finalmente, el abogado Fidhel abordó el tema de las causales de disolución de 
las sociedades, reconociendo la vigencia general del régimen previsto en el artículo 
340 del Código de Comercio, pero señalando la conveniencia de incorporar nuevas 
causales de carácter económico y contable, acordes con la realidad empresarial ac-
tual. En particular, destacó la importancia de revisar aquellas causales vinculadas a la 
pérdida de capital y a la quiebra, entendiendo el capital social como una cuenta de 
garantía cuya erosión sistemática debe tener consecuencias jurídicas claras.

La ponencia concluyó resaltando que una reforma moderna del Código de 
Comercio, en materia de quiebra y disolución societaria, debe orientarse a actualizar 
las categorías penales, diferenciar adecuadamente los planos contable, mercantil y 
penal, y diseñar un sistema que sancione la mala gestión fraudulenta sin desalentar 
la actividad empresarial legítima, contribuyendo así a la seguridad jurídica y a la 
confianza en el tráfico mercantil venezolano.
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Prof. Carlos Domínguez3

La justicia de paz comunal como mecanismo alternativo 
para la solución de conflictos societarios en Venezuela

En su intervención, el profesor Carlos Domínguez analizó la justicia de paz 
comunal como un posible mecanismo alternativo para la solución de conflictos 
societarios en Venezuela, en el marco de una reflexión más amplia sobre la necesidad 
de diversificar y modernizar los medios de resolución de controversias en el Derecho 
mercantil, especialmente frente a las limitaciones prácticas de la jurisdicción 
ordinaria.

El ponente partió del reconocimiento de que los conflictos societarios —par-
ticularmente aquellos que surgen entre socios, órganos de administración o asam-
bleas— suelen tener un impacto significativo en la operatividad, la estabilidad y la 
reputación de las empresas. Tradicionalmente, estas controversias han sido someti-
das a la jurisdicción mercantil ordinaria, caracterizada por procedimientos formales, 
prolongados y costosos, o bien al arbitraje, que, aunque eficiente, no siempre resulta 
accesible o adecuado para todas las realidades empresariales, especialmente para las 
pequeñas y medianas empresas.

Desde esta perspectiva, el profesor Domínguez introdujo la justicia de paz 
comunal, regulada en Venezuela por la Ley Orgánica de Justicia de Paz Comunal, 
cuya reforma parcial de 2024 reafirmó un modelo de resolución de conflictos basado 
en principios como el protagonismo popular, la equidad, la celeridad, la gratuidad, 
la oralidad y la simplicidad procedimental. Estos principios, según el ponente, per-
miten visualizar a la justicia de paz como un mecanismo potencialmente idóneo para 
determinados conflictos de naturaleza patrimonial vinculados al ámbito societario.

El expositor explicó que la competencia material de la justicia de paz incluye, 
entre otros supuestos, los conflictos patrimoniales, lo que abre la posibilidad de 
encuadrar en este ámbito ciertas controversias societarias, siempre que no se trate 
de materias reservadas de forma exclusiva a la jurisdicción ordinaria ni se vean com-
prometidos intereses de orden público. A partir de allí, detalló el procedimiento 
aplicable ante los jueces de paz, el cual se estructura en tres etapas fundamentales.

3	 Abogado egresado de la Universidad Católica Andrés Bello. Especialista en Derecho Mercantil y en Derecho Procesal 
por la Universidad Católica Andrés Bello. Profesor de las cátedras sobre tópicos avanzados en Derecho mercantil en la 
Universidad Metropolitana, en derecho concursal y bienes en la Universidad Católica Andrés Bello, y sobre contratos 
electrónicos en el Postgrado de la Universidad Monteávila. Miembro del Comité Ejecutivo de SOVEDEM. Socio senior 
de la firma LEGA Abogados.
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La primera etapa es la conciliación y mediación, concebida como un espacio 
de diálogo dirigido a alcanzar un acuerdo entre las partes, con una duración máxi-
ma de quince días continuos, prorrogables por una sola vez. En caso de lograrse un 
acuerdo, este adquiere eficacia de cosa juzgada, lo que refuerza su valor jurídico y su 
ejecutabilidad. De no alcanzarse una solución consensuada, el procedimiento avan-
za a una segunda etapa: el arbitraje de equidad, en el cual el juez de paz decide el 
conflicto aplicando criterios de equidad, previa promoción y evacuación de pruebas 
en lapsos breves. Finalmente, el sistema contempla mecanismos de revisión e impug-
nación, tanto ante instancias superiores de la justicia de paz como, en determinados 
supuestos, ante la jurisdicción ordinaria, particularmente cuando se alegan violacio-
nes a derechos constitucionales.

El profesor Domínguez destacó como principales ventajas de este mecanismo 
la rapidez, el bajo costo, la flexibilidad procedimental y su enfoque restaurativo, 
orientado más a la recomposición de las relaciones que a la imposición de sanciones. 
Estas características resultan especialmente atractivas para conflictos societarios de 
menor complejidad y cuantía, frecuentes en el ámbito de las pequeñas y medianas 
empresas.

No obstante, el ponente también subrayó las limitaciones y desafíos de la 
justicia de paz comunal como vía para la resolución de conflictos societarios. Entre 
ellos, mencionó las restricciones cuantitativas, dado que la ley establece un tope 
máximo para los asuntos patrimoniales que pueden ser conocidos por los jueces 
de paz, lo cual puede excluir un número importante de controversias societarias. 
Asimismo, advirtió sobre la imposibilidad de conocer asuntos que comprometan el 
orden público o materias expresamente reservadas a los tribunales mercantiles.

Otro punto crítico señalado fue la formación y capacitación de los jueces 
de paz, quienes son elegidos por la comunidad y no necesariamente cuentan con 
formación jurídica especializada en materia mercantil o societaria. Esta circunstan-
cia, aunada al carácter comunitario del sistema, plantea retos en términos de con-
fianza, imparcialidad y seguridad jurídica, especialmente para actores empresariales 
acostumbrados a soluciones estrictamente jurídicas. En este contexto, el arbitraje 
de equidad fue identificado como un elemento potencialmente problemático, en la 
medida en que algunas partes podrían percibirlo como un alejamiento del criterio 
estrictamente legal.

Desde una perspectiva comparada, el profesor Domínguez mencionó expe-
riencias de países como Colombia y Perú, donde la justicia de paz ha mostrado resul-
tados positivos en la resolución de conflictos patrimoniales, lo que sugiere que, con 
los ajustes adecuados, este mecanismo podría desempeñar un rol complementario en 
el sistema venezolano de resolución de controversias.
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En el marco de una eventual reforma del Código de Comercio, el ponente 
formuló diversas propuestas orientadas a fortalecer la articulación entre la justicia 
de paz y el derecho societario. Entre ellas, destacó la conveniencia de reconocer 
expresamente a la justicia de paz como un mecanismo válido para la resolución de 
determinados conflictos societarios patrimoniales; permitir la inclusión de cláusulas 
de sometimiento voluntario a la justicia de paz en estatutos sociales y pactos entre 
socios; establecer reglas claras sobre la fuerza ejecutiva de los acuerdos alcanzados; y 
evaluar ajustes en materia de cuantía para ciertos supuestos mercantiles.

El profesor Domínguez concluyó señalando que la justicia de paz comunal 
puede constituir una herramienta complementaria y eficiente para la resolución de 
conflictos societarios en Venezuela, particularmente en el ámbito de las pequeñas y 
medianas empresas, siempre que se acompañe de reformas normativas, programas 
de formación, mecanismos de coordinación institucional y una adecuada labor de 
difusión que permita generar confianza en este modelo alternativo de justicia.

Prof. Mario Bariona4

Reforma del Código de Comercio y modernización del sistema 
concursal. Un matrimonio soñado.

En su intervención, el profesor Mario Bariona abordó de manera sistemática 
y crítica la situación actual de las sociedades mercantiles en Venezuela, vinculan-
do la crisis patrimonial generalizada del sector empresarial con la obsolescencia del 
régimen concursal previsto en el Código de Comercio, y formulando propuestas 
concretas de cara a una futura reforma normativa.

El ponente inició su exposición contextualizando el tema dentro de una pro-
blemática estructural: la profunda crisis que atraviesa la sociedad mercantil venezo-
lana. Identificó como uno de los factores determinantes los altos costos de formaliza-
ción y la excesiva burocracia asociada a la constitución, mantenimiento y actualiza-
ción de las sociedades mercantiles, lo que ha generado un desplazamiento progresivo 
de los emprendedores hacia la informalidad. Esta tendencia —advirtió— no solo 
afecta la recaudación fiscal y la responsabilidad social empresarial, sino que expone 
directamente el patrimonio personal del comerciante, al prescindirse de estructuras 
societarias que permiten la limitación de la responsabilidad.

4	 Abogado egresado de la Universidad Católica Andrés Bello. Especialista en Derecho Mercantil y en Derecho Tributario 
por la Universidad Central de Venezuela. Con un Diplomado en Arbitraje Nacional e Internacional por la Cámara de 
Comercio de Bogotá. Profesor universitario. Coordinador Internacional del Comité Ejecutivo de SOVEDEM.
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Desde esta perspectiva, Bariona destacó la ausencia de figuras societarias mo-
dernas y simplificadas en el ordenamiento venezolano, como las sociedades por ac-
ciones simplificadas o modelos equivalentes adoptados en otros países de la región. 
Señaló que la pérdida de funcionalidad de la sociedad de responsabilidad limitada 
ha obligado a pequeñas empresas y emprendimientos a refugiarse en la sociedad 
anónima, una figura diseñada para realidades empresariales de mayor envergadura, 
generando así distorsiones estructurales en el sistema societario.

El análisis se trasladó luego al ámbito patrimonial y financiero, donde el ex-
positor afirmó que un porcentaje significativo de las sociedades mercantiles venezo-
lanas se encuentra en una situación de infracapitalización o infrapatrimonialización. 
Este fenómeno —agravado por la inflación, las reconversiones monetarias sucesivas 
y la devaluación— ha erosionado el capital social y los activos reales de las empresas, 
debilitando la garantía patrimonial frente a terceros y acreedores. Según el ponente, 
esta realidad afecta a más del setenta por ciento de las sociedades mercantiles formal-
mente constituidas en el país.

A partir de allí, Bariona describió las etapas progresivas de la crisis patrimo-
nial empresarial, comenzando por la incapacidad de atender pagos fundamentales 
—como impuestos, nóminas o compromisos financieros—, seguida por el sobre-
endeudamiento, la cesación de pagos y, finalmente, la insolvencia estructural que 
conduce a la quiebra. Subrayó que el Código de Comercio venezolano regula estos 
fenómenos desde una concepción decimonónica, centrada en la sanción, la inhabi-
litación y la liquidación, sin ofrecer herramientas efectivas para la preservación del 
valor económico ni la continuidad de la empresa.

El ponente criticó expresamente el enfoque punitivo del régimen concursal vi-
gente, heredero de una tradición normativa que concibe la quiebra como un fracaso 
moral del comerciante. Señaló que esta concepción ha sido ampliamente superada 
en el derecho comparado, donde los sistemas concursales modernos priorizan la 
detección temprana de la crisis, la reorganización empresarial y la protección del 
empleo, antes que la liquidación inmediata.
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En este punto, el profesor Bariona hizo referencia a diversas experiencias inter-
nacionales, como la Directiva (UE) 2019/1023, la legislación concursal argentina, 
la ley española y el decreto legislativo italiano sobre crisis e insolvencia empresarial. 
Destacó que estos sistemas comparten principios comunes, entre ellos la prevención 
de la insolvencia, la reestructuración temprana, la continuidad de la actividad eco-
nómica y la preservación del tejido productivo.

Con base en estas experiencias, formuló varias propuestas de reforma para 
el derecho concursal venezolano. En primer lugar, propuso la decodificación de la 
materia concursal, es decir, la extracción del régimen de quiebra y concurso del Có-
digo de Comercio para su regulación mediante una ley especial, lo que permitiría 
mayor flexibilidad y actualización normativa. En segundo término, abogó por la in-
corporación de mecanismos de alerta temprana, que permitan detectar dificultades 
financieras antes de que la insolvencia sea irreversible.

Asimismo, destacó la necesidad de fortalecer los mecanismos de supervisión 
interna en las sociedades mercantiles de capital cerrado, particularmente mediante 
la redefinición del rol del comisario. A juicio del ponente, el comisariado no puede 
seguir siendo una figura meramente formal, sino que debe asumir responsabilidades 
reales en la vigilancia patrimonial y financiera de la empresa, convirtiéndose en un 
actor clave en la prevención de crisis de solvencia.

Otro aspecto central de la ponencia fue la revalorización del principio de reha-
bilitación del comerciante, frente al modelo actual de exclusión e inhabilitación. El 
profesor Bariona sostuvo que un sistema concursal moderno debe permitir la rein-
corporación del empresario al tráfico mercantil, una vez superada la crisis, evitando 
sanciones infamantes que desalientan la actividad económica y la inversión.

Finalmente, el expositor concluyó que la reforma del derecho concursal ve-
nezolano no puede abordarse de forma aislada, sino como parte de una reforma 
integral del derecho societario, orientada a modernizar las estructuras empresariales, 
reducir la informalidad y crear un entorno jurídico que favorezca la estabilidad, la 
confianza y la continuidad económica. En este sentido, subrayó que la insolvencia 
debe ser entendida como un fenómeno económico y social, y no exclusivamente 
como una conducta reprochable, lo que exige un cambio profundo de paradigma en 
la legislación mercantil venezolana.
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Dr. Christian Talamona5 (Invitado internacional de Argentina)
Evolución histórica y reformas del Derecho Concursal argentino. 
De las Ordenanzas de Bilbao (1737) hasta la actualidad

En su intervención como invitado internacional, el Dr. Christian Talamona 
ofreció una exposición de carácter histórico-evolutivo sobre el derecho concursal ar-
gentino, analizando la transformación progresiva del concepto de insolvencia desde 
una visión punitiva hasta un enfoque económico-social contemporáneo, y destacan-
do las lecciones que este recorrido puede aportar a los procesos de reforma legislativa 
en América Latina.

El ponente inició su disertación situando el origen del derecho concursal ar-
gentino en las Ordenanzas de Bilbao de 1737, las cuales rigieron durante el período 
colonial y aun después de la independencia. En ese régimen primigenio, explicó, 
la quiebra era concebida como un delito, y el comerciante insolvente era tratado 
como un infractor merecedor de sanción penal. No existía una preocupación por la 
reorganización patrimonial ni por la preservación de la actividad económica, sino un 
énfasis exclusivo en el castigo del deudor y la tutela represiva del crédito.

Posteriormente, el Dr. Talamona se refirió al decreto dictado en 1836 por Juan 
Manuel de Rosas, mediante el cual se suprimieron los procesos concursales, bajo el 
argumento de que estos favorecían el abuso por parte de los deudores en perjuicio 
de los acreedores. Esta supresión generó un período de vacío normativo concursal, 
durante el cual los acuerdos entre deudores y acreedores carecían de efectos univer-
sales y se limitaban a pactos individuales, sin una solución colectiva ni organizada.

El expositor identificó como un hito fundamental la promulgación del Códi-
go de Comercio argentino de 1862, que marcó el nacimiento del derecho concursal 
moderno en su país. Este cuerpo normativo reinstauró los concursos preventivos y 
las quiebras, pero ya no desde una lógica penal, sino desde una concepción comercial 
y patrimonial, reconociendo que la insolvencia podía ser una consecuencia natu-
ral del tráfico mercantil y no necesariamente el resultado de una conducta dolosa 
del comerciante. Se incorporaron entonces figuras esenciales como el síndico y los 
procedimientos de verificación de créditos, configurando un sistema universal de 
tratamiento de la crisis empresarial.

5	 Abogado graduado en la Pontificia Universidad Católica Argentina. Premio al Mejor Promedio en el Master sobre De-
recho Empresarial Económico dictado en la Pontificia Universidad Católica Argentina. Socio del Estudio “Galeliano 
& Talamona Abogados”. Profesor de Postgrado y Maestrías relacionadas con el derecho societario, concursal y quiebras 
tanto nacionales como internacionales. Autor de numerosos trabajos doctrinarios publicados en diversas publicaciones 
locales y coautor de diversas obras relacionadas con la materia empresarial.
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Este régimen concursal permaneció vigente durante más de un siglo, hasta 
la sanción de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras en 1995, considerada por 
el ponente como la base del sistema concursal contemporáneo argentino. Esta ley 
introdujo un enfoque centrado en la reorganización patrimonial, la conservación 
de la empresa y la protección del empleo, diferenciando claramente entre el con-
curso preventivo y la quiebra como proceso de liquidación ordenada. Asimismo, 
incorporó principios como la universalidad del patrimonio, el estado de cesación 
de pagos como presupuesto objetivo y la participación activa de los acreedores en el 
procedimiento.

El Dr. Talamona explicó que la Ley 24.522 fue profundamente influenciada 
por el derecho concursal comparado, en particular por el Chapter 11 estadouniden-
se, al permitir mecanismos de reorganización flexibles, la categorización de acree-
dores y la formulación de propuestas diferenciadas. Destacó también la creación 
del sistema de “cramdown” o salvataje, que posibilita la continuidad de la empresa 
mediante la intervención de terceros cuando el deudor no logra obtener las mayorías 
necesarias.

La exposición avanzó luego hacia las reformas introducidas a partir de la crisis 
económica argentina de 2001-2002. En ese contexto, se dictaron las leyes 25.563 
y 25.589, orientadas inicialmente a evitar quiebras masivas, aunque con resultados 
dispares. El ponente señaló que algunas de estas medidas, excesivamente favorables 
al deudor, afectaron la seguridad jurídica y el derecho de propiedad de los acreedo-
res, lo que obligó a correcciones legislativas posteriores para restablecer el equilibrio 
del sistema.

Posteriormente, el Dr. Talamona analizó las reformas de 2006 y 2011, parti-
cularmente la Ley 26.684, que introdujo un claro giro social al régimen concursal. 
Estas modificaciones reforzaron el rol de los trabajadores en el proceso concursal, 
establecieron mecanismos de pronto pago laboral, ampliaron la transparencia del 
procedimiento y permitieron la conformación de cooperativas de trabajo como al-
ternativa a la liquidación de empresas en quiebra. Según el ponente, este enfoque 
consolidó el principio de conservación del empleo como eje central del derecho 
concursal argentino.

El expositor destacó que la entrada en vigencia del Código Civil y Comer-
cial de la Nación en 2015 no modificó directamente la ley concursal, pero sí alteró 
de manera significativa la interpretación del derecho privado, influyendo indirec-
tamente en materias como la responsabilidad de los administradores, la buena fe 
contractual y los deberes de información, todos ellos relevantes en el contexto de la 
insolvencia.
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En la parte final de su intervención, el Dr. Talamona subrayó que el régi-
men concursal argentino actual presenta incoherencias acumuladas producto de 
múltiples reformas parciales, lo que hace necesaria una reforma integral orientada 
a simplificar procedimientos, mejorar la eficiencia, incorporar plenamente la digi-
talización y regular de forma expresa la insolvencia transfronteriza. Señaló, además, 
la conveniencia de adoptar mecanismos modernos de reestructuración temprana y 
financiamiento de empresas en crisis, siguiendo estándares internacionales.

Como conclusión, el ponente afirmó que el desafío del derecho concursal 
del siglo XXI consiste en equilibrar la protección del crédito, la preservación del 
empleo y la continuidad de la empresa, superando definitivamente las concepciones 
punitivas del pasado. Desde su perspectiva, la experiencia argentina demuestra que 
la insolvencia debe ser tratada como un fenómeno económico-social complejo, lo 
que ofrece valiosas lecciones comparadas para los procesos de modernización del 
Derecho mercantil en la región.

Conclusiones
Mesa 4: Transformación, concurso y solución de controversias 
societarias

La Mesa 4 puso de relieve la urgente necesidad de modernizar el régimen 
societario venezolano en materia de disolución, insolvencia y solución de contro-
versias, partiendo de una constatación compartida por los ponentes: el Código de 
Comercio vigente responde a una lógica histórica superada, anclada en concepciones 
punitivas, formales y poco funcionales frente a las realidades económicas, tecnológi-
cas y empresariales contemporáneas.

En relación con las causales de disolución, se evidenció la conveniencia de 
revisar y depurar los supuestos actualmente previstos, eliminando aquellos que resul-
tan obsoletos o desalineados con la dinámica empresarial moderna. Se destacó la im-
portancia de permitir mecanismos de disolución voluntaria simplificada, así como 
de privilegiar figuras alternativas —como la transformación, fusión o escisión— que 
permitan preservar la continuidad económica de la empresa cuando ello sea posible 
y razonable.

Uno de los ejes centrales de la mesa fue la necesaria actualización del derecho 
concursal venezolano. Los ponentes coincidieron en que el modelo vigente, heredero 
de una concepción decimonónica de la quiebra como sanción moral al deudor, debe 
ser superado por un enfoque moderno de insolvencia, orientado a la reorganización 
temprana, la preservación del valor empresarial y la protección del empleo. En este 
sentido, se subrayó la importancia de incorporar procedimientos preconcursales, 
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mecanismos de detección temprana de crisis y reglas claras para la reorganización 
empresarial, alineadas con estándares internacionales y experiencias comparadas 
exitosas.

La dimensión penal de la quiebra fue abordada desde una perspectiva crítica, 
destacándose la necesidad de revisar las conductas tipificadas y las sanciones previs-
tas, a fin de adecuarlas a estructuras empresariales complejas y a nuevas formas de 
gestión económica y tecnológica. Se resaltó la conveniencia de diferenciar claramen-
te entre la insolvencia como fenómeno económico y las conductas dolosas o grave-
mente culposas que puedan justificar responsabilidad penal, evitando automatismos 
sancionatorios incompatibles con un sistema concursal moderno.

En materia de solución de controversias societarias, la mesa puso especial énfa-
sis en el arbitraje societario como mecanismo idóneo para la resolución de conflictos 
intrasocietarios, destacando sus ventajas en términos de especialización, celeridad, 
confidencialidad y certeza. Se sostuvo la conveniencia de que una futura reforma del 
Código de Comercio reconozca expresamente la posibilidad de someter a arbitraje 
controversias entre socios, órganos sociales y administradores, respetando el princi-
pio de autonomía de la voluntad y la naturaleza mercantil de este tipo de disputas.

Asimismo, se exploró la justicia de paz comunal como un mecanismo alterna-
tivo complementario, particularmente útil para conflictos patrimoniales de menor 
complejidad, especialmente en el ámbito de las pequeñas y medianas empresas. Si 
bien se reconocieron sus ventajas en términos de accesibilidad, rapidez y bajo costo, 
también se señalaron desafíos relevantes, como la capacitación de los jueces de paz, 
los límites de cuantía y la necesidad de generar confianza en el sistema para su apli-
cación en materia societaria.

Finalmente, la perspectiva comparada aportada permitió evidenciar que las 
reformas concursales exitosas en otras jurisdicciones han transitado desde modelos 
represivos hacia sistemas flexibles, preventivos y socialmente orientados, en los que 
la insolvencia es comprendida como un fenómeno económico complejo que exige 
respuestas jurídicas equilibradas. La mesa concluyó, en consecuencia, que una refor-
ma integral del Derecho mercantil venezolano debe asumir estos aprendizajes, apos-
tando por un marco normativo que combine seguridad jurídica, eficiencia económi-
ca, protección del crédito y preservación del tejido empresarial, como condiciones 
indispensables para la reconstrucción y fortalecimiento de la actividad mercantil en 
el país.


